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León, Guanajuato, a 22 veintidós de enero del año 2015 dos mil quince. . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 621/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL, del DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS, del DIRECTOR DE EJECUCIÓN y de la MINISTRO EJECUTOR …, todos del MUNICIPIO de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que analizando de manera integral la demanda, asumiendo como un todo los capítulos de prestaciones, hechos y concepto de impugnación, junto con su anexo, se advierte que la parte actora realmente impugna los siguientes actos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
a).- El Mandamiento de Ejecución…, suscrito por el Director de Ejecución, … 
b).- El Acta de Embargo …, en la que se embargó el inmueble ubicado en … esta ciudad. . . . .  . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .         

Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, con la copia al carbón del Mandamiento de Ejecución y del acta de embargo, elementos de prueba que forma parte del sumario y con el reconocimiento de los actos que hacen las autoridades municipales en su respectiva contestación de demanda, al ofrecer como prueba dicha copia. . . . . . . . . 
Por último, sobre el particular se precisa que se asume el análisis integral de la demanda, a fin de lograr una administración de justicia eficiente y completa, y de este modo respectar el derecho humano de acceso a la justicia tutelado por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que el juzgador debe tomar una actitud de facilitador de acceso a la jurisdicción y no obstaculizarlo con rigorismos formales; lo anterior es así, en razón de que las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal, el Director General de Ingresos y el Director de Ejecución en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos fiscales impugnados que nos ocupa, toda vez que el estado de cuenta y el avalúo que obran en autos, se encuentra dirigido hacia el actor y como destinatario de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del  artículo 261  del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que los actos impugnados reúnen los requisitos de existencia y validéz contemplados en los citados numerales; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, el juzgador con las facultades que le confiere la última parte 
del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, de manera oficiosa advierte que se ACTUALIZA la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del mismo artículo, toda vez que de las constancias de autos de esta causa se advierte la inexistencia de los actos impugnados que se les imputan al Tesorero Municipal y al Director General de Ingresos, en mérito de las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la aclaración de la demanda, que formula la justiciable precisa que los actos que atribuye al Tesorero Municipal y al Director General de Ingresos son la determinación del crédito fiscal por el impuesto predial, ya que en lo conducente expresa “…el acto que se imputa, es la ilegal imposición del pago predial determinado por dicha autoridad…” , de esta manera, de las constancias que obran en el sumario no se advierte que las referidas autoridades fiscales hayan emitido alguno de los actos impugnados; pues, el Mandamiento de ejecución tildado de ilegal, se encuentra emitido por el Director de Ejecución, mientras que el Acta de Embargo combatida se encuentra levantada por la Ministro Ejecutor Luz María Aranda Martínez; en consecuencia, es el caso que no se encuentra demostrado que las autoridades referidas al principio de este párrafo hayan dictado, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar algún acto de los controvertidos en este juicio, por ende, se concluye que se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción VI del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto al Tesorero Municipal y al Director General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la improcedencia de las excepciones opuestas por las autoridades demandas y estimando que de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que la actora en el segundo concepto de impugnación de la demanda aduce en lo esencial que se violentan los Derechos Fundamentales consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se violenta la seguridad jurídica, pues no se han colmado los requisitos que el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y el correlativo 110 fracciones III y IV del Código Fiscal para el Estado de Guanajuato, establece: “Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo: V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos; VI.- Estar debidamente fundado y motivado;” “Artículo 110.- Los actos administrativos que se deban notificar deberán tener por lo menos los siguientes requisitos: III.- Estar fundados y motivados y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate; IV.- Ostentar la firma autógrafa de la autoridad competente, y”; en el caso que nos ocupa, es menester como base en la jurisprudencia que establece lo siguiente: “DOCUEMTNO PÚBLCO, ES IMPRESCINDIBLE QUE ESTE CON FIRMA AUTOGRAFA DEL FUNCIONARIO PÚBLICO EN EJERCICIO PARA QUE SE AUTENTICO EL. …”; sigue manifestando, que el Mandamiento de Ejecución está viciado por lo expuesto, además de que es incierto entre el nombre anotado con facsímil como “…”, con la rúbrica que aparece al calce, es decir, o existe identidad entre quien firma y quien aparece anotado con facsímil, lo pudo rubricar la ministro como cualquier persona, la identidad no está determinada plenamente; el Mandamiento de Ejecución y la ejecución misma contienen una serie de irregularidades, porque el que designa al ministro no es el propio Director de Ejecución, sino el mismo ejecutor quien se designó. En tanto, que el Director de Ejecución de la Dirección General de Ingresos, en la contestación de la demanda, expresa en lo toral que el segundo concepto de impugnación resulta improcedente, en virtud de que el requerimiento de pago fue llevado a cabo con todas la formalidades legales, resultando valido, que el procedimiento administrativo de ejecución se emitió de acuerdo a lo establecido en el artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO, este concepto de impugnación en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .      
En principio, se impone señalar que de los razonamientos vertida en el segundo punto de conceptos de impugnación se desprende que la actora señala cuál es la lesión o afectación que estima le causan los actos fiscales impugnados y los motivos que originaron ese agravio, en virtud de que arguye que el Mandamiento de Ejecución, por un lado, contiene una firma facsimilar y carece de firma autógrafa, y por otro lado, que no fue el Director de Ejecución quien designó a la Ministro Ejecutor, sino ella misma fue quien se designó, por ende, resulta evidente que se expresa con claridad la causa de pedir. Al respecto, resulta ilustrativo como  criterio orientador el sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, es importante señalar que para una mejor comprensión, estos dos argumentos que constituyen causales de ilegalidad, se analizaran por separado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en cuanto al argumento de que el Mandamiento de Ejecución contiene una firma facsimilar y carece de firma autógrafa, cabe precisar que, de acuerdo a lo estipulado por la fracción V del  artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la firma autógrafa constituye un elemento de validez del acto administrativo, numeral que al respecto establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo:

V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos;”

Bajo la tesitura de este precepto legal, el Director de Ejecución, se encuentra constreñido a emitir sus actos con firma en original; sin embargo, a simple vista se advierte que el Mandamiento de Ejecución combatido, no contiene una firma autógrafa, por no estar estampada en original, de puño y letra del referido funcionario, circunstancia que implica desatender la señalada obligación, pues como se dijo, el acto impugnado no ostenta la firma original, por tanto, a éste le falta un requisito esencial, como lo es la firma autógrafa de la directora de Ejecución, que fue quien lo emitió; pues, la firma autógrafa es un requisito esencial de validez del acto fiscal combatido, de acuerdo a lo señalado por el artículo 137 fracción V, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa dado que a través de la firma se expresa la voluntad de la autoridad municipal, en consecuencia, la exteriorización del acto con firma plasmada a través de papel carbón, no constituye una manifestación de voluntad externada mediante la firma autógrafa, acontecimiento que crea un acto de molestia que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, en virtud de que el Mandamiento de Ejecución no está revestido de todos y cada uno de los elementos de validez exigidos por el citado artículo 137; pues, la firma en original es un elemento que le da forma y validez al acto fiscal impugnado, omisión que desvirtúa la presunción de legalidad del referido documento determinante de crédito; por consiguiente, si este elemento le da seguridad jurídica al particular, entonces su omisión crea una molestia y constituye la existencia de un vicio de naturaleza formal, el que de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, produce la ilegalidad del acto impugnado en este proceso. . 

Por otra parte, en cuanto al argumento expresado en el sentido de que el Director de Ejecución no designó a la ministro ejecutor, sino que fue ella misma quien se designó, le asiste la razón jurídica al justiciable, ya que resulta relevante destacar que originariamente le corresponde al Tesorero Municipal designar a la Ministro Ejecutor quien se constituirá en el domicilio del deudor y practicará la diligencia del requerimiento de pago y embargo de bienes, de acuerdo al estipulado por el artículo 96, primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numeral que establece: “Artículo 96.- El ejecutor designado por la Tesorería Municipal se constituirá en el domicilio del deudor y practicará la diligencia del requerimiento de pago y embargo de bienes, …”; facultad que se encuentra delegada a favor del Director de Ejecución de la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal, en el artículo 68 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, el que dispone: “Artículo 68.- La Dirección de Ejecución, tiene las atribuciones siguientes: III.- Llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, responsables solidarios y demás obligados;”. 
Ahora bien, interpretando de manera conjunta -sistemáticamente- el primer 
párrafo del artículo 96 de la citada Ley de Hacienda y la fracción III del artículo 68 del aludido Reglamento Interior, se concluye que la facultad de llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo un crédito fiscal, lleva implícita la atribución de emitir el Mandamiento de Ejecución o Requerimiento de Pago y por consiguiente designar en el mismo al ejecutor, toda vez que este es un acto del procedimiento administrativo de ejecución, luego entonces, partiendo de esa premisa debe entenderse que el Director de Ejecución tiene la atribución de designar al ejecutor que se constituirá en el domicilio del deudor a practicar la diligencia del requerimiento de pago y en su caso realizar el embargo de bienes. . . . 
En tales condiciones, todo Requerimiento de Pago de un crédito fiscal y la diligencia de embargo deben ser practicados por el ejecutor autorizado en el Mandamiento de Ejecución; ya que el documento aún y cuando se advierte a simple vista que consta en un formato debe elaborarse con un mismo tipo de letra en aspectos genéricos y en los datos específicos relacionados con el deudor o sujeto pasivo de la contribución, incluyéndose el nombre de la Ministro Ejecutor; de  este medo, analizando el Mandamiento de Ejecución combatido, se aprecia que consta en un formato preimpreso, en el que los elementos o aspectos genéricos y los datos específicos como lo son el nombre y domicilio del deudor; el valor fiscal del inmueble, las cuota anual y bimestral; la cuenta y ubicación del inmueble; la liquidación de los periodos; el importe del impuesto predial, recargos, honorarios, gastos de ejecución y el total de estos conceptos; la fecha y el nombre y cargo del servidor público que lo emitió, tiene el mismo tipo de letra, ya que el formato esta reproducido con letra de una impresora o computadora. Sin embargo, el nombre de la Ministro Ejecutor que practicará la diligencia de requerimiento de pago y el embargo respectivo, se aprecia a simple vista que se encuentra puesto con un facsímil, esto es, con un tipo distinto de letra. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, resulta evidente que el Mandamiento de Embargo a debate, 
tiene dos tipos de letra muy notoriamente diferentes, pues en el formato preimpreso, por un lado, en aspectos genéricos y en los datos específicos del sujeto pasivo del impuesto predial, así como del inmueble que nos ocupa, se utilizó el tipo de letra de impresora, y por otro lado, para poner el nombre de la Ministro Ejecutor que practicaría el requerimiento de pago y el embargo respectivo, se utilizó un tipo de letra de facsímil; por tal razón se estima que fue la Ministro Ejecutor demandada quien se designó asimisma para realizar el requerimiento de pago y practicar el acta de embargo, pues existe la plena convicción de que fue ella quien estampo su nombre con un facsímil, sin la voluntad del titular de la Dirección Ejecución, de este Municipio, en virtud de que a simple vista en el Mandamiento de Embargo, se advierte que se utilizó un formato que tenía el espacio en blanco y que este fue llenado con un facsímil cuando ya tenía la firma del Director, de ahí resulta, que estas circunstancias nos generan la presunción humana de que el nombre de la Ministro Ejecutor no fue puesto de puño y letra del servidor público que lo emitió, sino que el facsímil se puso después de firmado el formato por el Director de Ejecución. Presunción humana que merece valor probatorio de acuerdo a lo establecido por el artículo 130, párrafo segundo, del Código de Procedimientos y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que en autos no obra prueba alguna que demuestre que ese espacio en blanco del Mandamiento de Embargo, fue llenado por el Director de Ejecución, por lo que no existe duda alguna de que fue la Ministro quien estampo su nombre en el espacio del formato. Por ende, dicho acto administrativo carece de los elementos de validez exigidos por las fracción I del artículo 137 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que al emitirse sin el nombre de la Ministro Ejecutor, hacen que el Mandamiento de Ejecución se entienda emitido material y formalmente por una autoridad que carece de facultades para ello, vicio irregular que de acuerdo a lo previsto por el artículo 143, párrafo primero, del mismo Código, origina su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el Mandamiento de Ejecución combatido, resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora y se viola en su perjuicio el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la el Mandamiento de Ejecución …, el que como primer acto del procedimiento administrativo de ejecución, a su vez acarrea la ilegalidad de todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el acta de embargo levantada día 26 veintiséis del mismo mes y año. Lo anterior es así, por derivarse de un acto viciado de origen emitido en el procedimiento administrativo de ejecución, como lo es el Mandamiento de Ejecución. Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se  harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- La argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás  concepto de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia; sobre al particular se precisa que en la especie se estudiaron las causales de ilegalidad indicadas en el considerando que antecede, toda vez que los efectos de la presente sentencia, le dan mayor protección a la justiciable, que los efectos de los vicios de los actos combatidos originados por la práctica de la notificación. Al respecto sirve de apoyo, como criterio orientador, la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracciones I y II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del Mandamiento de Ejecución …, suscrito por el Director de Ejecución, …; y, de su acto consecuente como lo es el Acta de Embargo practicada …, en la que se embargó el inmueble … de esta ciudad. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
